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El t('ma sobre el (llle no!) toca exponer lleva por título "Con­
trol del acto administrativo; Recursos administrativos; Re­
curso Contencioso Administrativo", Tema que -por su am­
plitud, impide entrar a un análisis detallado y exhaustivo 
del mi.5mo dentro del ámbito de este seminario, Es por ello, 
que necesariamente habremos de limitarnos a enunciar los 
puntos y problemas más importantes y a realizar algunas 
reflexiones en torno a los mismos. 

Nuestra exposición enfocará el tema sobre el control de 
Jos actos administrativos únicamente desde el punto de vis­
ta de la defensa de los derechos del adminL,trado, Dejare­
mos de lado, por 10 tanto, todas aquellas materia') que, 
refiriéndose al control del acto administrativo, no mirau 
tanto -el interés directo del parti cular, sino que al interé."i 
interno de la propia Administración. 

La función administrativa, oomo función esencialmen­
te ejecutiva, encuentra en la ley, o mejor dicho en el D ere­
cho, el fundamento y al mismo tiC'mpo el límite de Sil ac­
ción. Su fundamento, en cuanto a que la regla de derecho 
le confiere a cada autoridad el título que lo habilita para 
actuar, dándole los medios y poderes necesarios y asignán­
oole su competencia. Su límite, en cuanto a que la acción 

Conferencia prollunciaua en el Seminario Nacional sobre Pmce­
Ilimi~lItos Administrativos organiz<'ldo por la Comisión Nacional 
para la neforma Administrativa en la ciudad de Santiago, desdr; 
1,1 5 al 10 d" mnyo de 1980. Se km <'lgreF:ado no:a.~. 
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administrativa no puede actuar en contra de la regla de 
derecho. 

La aclu ación de la AdminL"tración debe estar sometida 
<l las prescripciones de las normas externas a ella: Co tl.5 ti­
tuciÓII y ley; y, al mismo tiempo, debe respetar el orden 
escalon ado c:xigido por la jerarquía de las fu entes, sometién­
dose los actos concretos de la autoridad a las disposiciones 
gcnerales y previas dictada"i por esa misma autoridad, o in­
c1uso, por autoridades infe riores, díctadas dentro del ám ­
hito de su competencia. 

Esta limitación del poder de la Administración, eOIl­

forma el principio de la legalidad, cuya afirmación carac­
teriza al Estado de Derecho. Está además en directa rela­
ciÓlI con la libertad individual de los administrados; la que 
estará mejor protegida en la medida (!lIe los particularc.'i 
dispongan de mejores vía.;; para hacer controlar la ohsrr­
vancia de la le)' por la autoridad. 

Por otra parte, e.'ita limitación también es indispensable 
para la coherencia de la actividad administrativa, que se 
vcría amenazada si los diversos agentes públicos actuarau 
sólo guiados por sus inspiraciones personales sin sornetersc 
a una regla preestablecida. 

El Estado de D erecho, como seiíala Rafael Entrena 
Cucsta 1, !lO es sólo el sometirniento de la AdministracíóJI 
a la Ley; implica mús que ello; ya que como toda técnica, 
la de cometer el Estado al Derecho puede emplearse para 
perseguir diversas finalidades, incluso oontrar~as al bien 
común. 

Sciiala el profesor español: " Lo quc caracteriza al Es­
tado de Derecho, será el reconoci.miento de los derechos 
públicos subjetivos y el otorgamiento a los particulares de 
los medios id6n eos para la defensa de los mismos. Es aquí 
donde radica el fondo de esta forma de Estado; y este fon­
do va a {.'onseguirse mediante el sometimiento del Estado 
a la Ley. Sólo si el térnlino '<Ley" se emplea en un sentido 
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amplio. con mayúscula, equiparable a Derecho, <-'Dma ley 
que responde a unos principios determinados que se ecl ifi · 
can sobre la bar.;e del respeto de la persona humana, podr.í 
(.'onsiderarse suficiente la afimlación de que el Estado de 
Derecho es aqu el en que se somete el Estado a la Ley. 
Porque sólo entonces, someter a la Administración a la ley 
es someterla al Derecho y, por consiguiente, servir a la de­
fensa de la libeltad". 

Los medios con que el Derecho Administrativo dota 
a los particulares para reaccionar contra la actividad ile­
gal de la administración; así corno para exigir indemnizacio­
nes por los daüos que dicha actividad les ocasione, son 
principalmente los recursos administrativos y los recursOs 
contenciosos administrativos. Ello no implica de ningún mo­
do que sean los únicos con que cuenta el administrado, ya 
que los ordenamientos jurídicos de los distintos países con­
templan otra') vías más o menos eficaces; debiendo desta­
carse entre éstos, a vía de ejemplo, la conocida institución 
del Ombudsman. 

Los recursos administrativos son los medios que el de­
recho establece para obtener que la Administración, en vía 
adminis trativa, revise un acto y lo confinne, modifique o 
revoque. Se dirigen a una autoridad adrnini'i trativa, la que 
resuelve a través de un acto administrativo. Se distinguen 
de este modo de los recursos contencioso administrativos 
que se interponen ante un órgano jurisdiccional, en princi­
pio independiente de la Administración, que da lugar a la 
dictación de actos jurisdiccionales , 

Los recursos administrativos y los recursos jurh;diccio­
naIes son po r lo tanto, de naturaleza jurídica tlifcrcnte }' 
se encuentran sometidos a regím enes jurídico,) distintos. SllH, 
c'Omo sef'lala Auby y Drago 2 ' ~dos sistemas de solución de los 
litigios administrativos que son en principio separados e 
independientes el uno del otro". 

La independencia de los recursos administrativos y con· 
tcncioso administrativos se manifiesta principalmente en 

:: J. M. Aun\'; R. DRAGO, Tra ite! de COll lc,Hie llx Adm inistratí[, 
L.G.D.]., París 1962, tomo 1 N? 27, púg. 32. 

241 



(lUC el recurrente puede, en ,principio, elegir entre ambo." 
medios e intentarlos simultánea o sucesivamente. 

La indep endencia de ambos tipos de recursos, sín em~ 
bargo, no es total. E n efecto; aím cllando ellos podrían en 
principio ser interpuestos separadamente, en fonna simul­
tánea o sucesiva; hay algunos aspectos en que necesar ia­
mente se relacionan. 

En primer término, la decisión de la autoridad ad­
ministrativa, cuando precede al fallo del juez, que h <1 c( ' 
desaparecer el acto administrativo recurrido, impide a este 
último la dictación del fallo. Por otra parte, si el fallo del 
juez pr·ecedc la decisión del recurso administrativo, la auto­
ridad adm inistrativa deberá respetar la cosa jnzgada qll{' 
emana de la sentencia judicial :1. 

La relación más importante entre ambos tipos de re­
cursos se presenta, sin embargo, con oca'lión del problema 
del agotamiento previo de la vía administrativa; el que de­
berá necesariamente ser resuelto si se legisla sobre lo Con­
tencioso Adm inistrativo. Este punto lo trataremos máC) ade­
lante, limit~lndonos aquí a señalar quc ('n todo caso la in­
terposición de los recursos administrativos debe incidir en 
los pInzas del recurso jurisdiccional, prorrogándolo. 

LOS RECURSOS ADM INISTRATIVOS 

Trataremos a continuación algunos aspectos que considera­
mos particularmente relevantes en relaci6n con los recursos 
administrativos y que a juicio nuestro deben ser contcm­
pl ado.'\ cn una Ley de Procedimiento Administrativo. 

1. EN H!·:I.ACION A LA AUTORIDAD HECUH!UDA 

La rcg1a general es que la resolución de los recursos 
administrativos corre.'iponda al mismo órgano que dictó la 
l'eso111ción recurrida o a su superior jerárquico. Sin embar­
go, se plantea el problema de aquellos recursos deducidos 

3 J. \1. Al'In:; R. DI\ACO, Ohm citada, N9 29, púg. 35. 
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contra actos singulares de aplicaci6n de reglamentos, en 
que el fundam ento de la ilegalidad del acto singul ar :..¡ca 
precisamente la ilegalidad de Jos reglamentos dictados por 
alltoridadcs superiores. En esta situación, de mantenerse b 
regla general , podría ocurrir <lu e autoridades inferiores pu ­
diesen rcv isar ac.:tos dictados por autoridacks sllp eriores. 

D ;.: Ill' tenerse prescnte que la lfI !'ima situación planten­
da ("11 la vía contencioso administrativa es perfectamente 
posible, incl ll so encontrándose vencidos los plazo) para re­
clamar contra el reglamento. La difercncia estriha en q1l e 
en este último caso, qui en resuelve Jl O es una autoridad in ­
ferior dc <¡uien dictlJ ('1 acto, sino un juez. 

La Ley de Proced imiento Administrativo espai'iola so­
l"dona esta cuestión en su artículo 11:> in ciso segundo, 
permitiendo la interposición del recurso directamente ante 
el órgano que dictó la norma de carácter gent·ral. 

2. CON HESPI,CTO A LA CM.IDAD DEL JUlCURll ENTE 

El aspecto más interesan te en este puuto es el relatjvo a los 
requ isitos que d eb e ex igírsele a quien entable un recurso 
administrativo; la cuestión de la legitllllación. Las alterna­
tivas que podrían presentarse son las mismas q ue para el 
recurso contencioso administrativo, esto e,o;;: 

a) Perm itir qu e cualquiera p ersona pudiera atacar 
t:ualqui er acto adminis trativo. Estaríamos en este caso e n 
presencia de "una acción popul ar", E sta es la situación pre­
vista en la letra a) del artículo 5 transitorio del D ecreto 
Ley NQ 1289 Ley de Municipalidades. 

b ) Exi¡>;ir que el actor sea titular de W1 derecho sub­
jetivo violado por el acto recu rrido. En cste caso los recur­
sos S0 res tringirían considerablemente dejando sin n1 cdio 
de protección, por la vía de los recursos administrativos, a 
muchos afectado,o;; por la actividad admin is trativa, 

(; ) Exigir que el recurrente tenga interés en la modifi­
cación o revocación del acto; interés directo personal y le­
gítimo, como se señala generalmente. 

Una ley de Procedimiento Administrativo deb e, a nues­
tro juicio, seiJalar ]a calidad que se exige al reclamante; sin 
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pCI"j Il U':IO que en su preparaClOlI y esludio se tengan presen­
te las diversas situaciones contemp ladas en recursOS exis­
tentes actualm ente en diversas leyes especiales . 

. ,. CAUS .. \ I.ES DE I\'¡¡'U G:-JAClON m: LOS ACTOS 
RECUlIl\IDOS 

I,a l'awiales relacionadas con la ilegalidac1 de Jos actos ad­
ministrativos son, en gen eral, las mismas qne podrían ser 
invueadas ante un juez; a saber: incompetencia, vicio de 
forma, desviación de poder, violación directa de la ley en 
cuanto a Su objeto, ausencia de motivos legales e inexb­
tencia de motivos invocados. Estas son las causales del re­
curso por exceso de poder del derecho francés, pero que bá­
sicamente contemplan todas las posibilidades de ilegalidades. 

Lo importante a determinar, sin embargo, es si los re­
cursos administrativos procederán sólo por causales de ile­
galidad, o también por razones de oportunidad o convc­
niendu. El autor fran cés Cuy Isaac 4, scí1ala que la posi­
bilidad de recurrir por inoportunidad contra el acto ad­
ministrativo es la gran característica del recurso adminis­
trativo) pudiendo invocarse este medio tanto en el recurso 
de reposición como en el recurso jerárquico. Sei'iala que : «el 
recurso administrativo es muchas veces la única vía de dere­
cho que pueden utilizar los administrados con algunas po­
sibilidades de éxito cuando la decisión que los perjudic:l 
se refiere a Ulla cuestión de oportunidad . .. ". 

La posibilidad de revocar o modificar un acto por ra­
zones de oportunidad se encuentra limitada en todo caso, 
a aqllcllos actos qu e pueden ser dejado."i sin efecto discre­
cionalmente por la autoridad administrativa. 

La otra opción que se le ofrece al legislador es limitar 
las causales del recurso administrativo a aspectos jurídico s~ 
como ocurre con ]a Ley de Procedimiento Administrativo 
de España, que en su artículo 115, sei'iala que podrán fun­
darse en "cualquier infracción del ordenamiento jurídico". 

4 CUY I SAAC, La Procedure Admitlisltatif f1 0n Contelltieuse. 
L.e.D.] ., Pari" 1968, N. 648, pág. 62R. 
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I.a nJOtivac.:iún del recurso, .si bien es tú reglllada con la 
múxima amplitud como seiia la Jesús Conzálcz Pérez", ex­
cluye las razones de oportunidad. 

Debe tenerse particu lmmente presente qu e en Ch il e b 
no existencia oe una Ley de Procedimiento Administrativo 
ha ido <.:re:ltldo una prúctica qu e se asemeja bastante a la 
si toad{m fran t:csa c1 e.'.;crita por Cuy Isaac. l.a adopción de 
un criterio como el español podría significar en cambio, una 
reducci6n de los medios otorgados a los particulares en de­
fensa de sus derechos, allí donde precisamente se pretende 
ampliarlos. 

4. EN CUANTO Al. I'IIOCEDIMIENTO I'HOPIA\·IENTE 
DICHO 

Varias son b s cuestiones que deseamos destacar con re.'¡­
peeto al procedimiento que debe estabk'ecrsC' para la tra­
mitaci6n ele los rccursos adTllillistrativos. 

a) Efectos de la interposición del recurso. La r(' crla 
mús ae(~ptada en es ta materia es que la interposición ~el 
recurso, salvo los casos en que la ley diga lo contrario, 110 

suspende la ejecución del acto impugnado. Se faculta, sin 
embargo. a la iHltoridau que debe resolver, para suspender 
ele oficio () a petición de parte la ejecución, cuando elb 
pueda causa r un perjuicio imposible o difícil de reparar. 
Esa es la solución adoptada por ejemplo en España en el 
artículo 116 de la Ley de Procedimiento Adnünis trativo. 

Como fundam entos para negar el efecto suspensivo de 
los recursos se sci'lala la necesidad de no perjudicar a la 
Administración en su funcionamiento; y, desde el punto d I: 
vista jurídk'O, el principio de la prc;iuución de legItimidad 
y ejecutoriedacl de los actos administrativos. 

b ) ProccdimJenlo cOlltradicto-rio. Esti11l31l10S, de acuer­
do con Cuy Isaac (¡ que la tramitación de lus recursos admi-

:. J ESÚS C"oN'".I. . .\.LEZ PÉRf:Z, Cumelllarios a la ley de Procedimte1ifo 
Admir¡istrtltívo, Editorial Civitas, S.A., :\ Iadrid, 1977, pág. 742. 

(J CUy ISAAC:, Obra ciUula, N9 665, pág. 642. 
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nistrativos debe contemplar el trámite de audiencia j tanto 
al propio recurrente, h ayan o 110 de tenerse en cuenta nue­
vos h echos o documentos que no se tuvieron presentes para 
la dietación del acto rec1lrrido, como a terceras p ersona,> 
interesadas. 

Se scl'íaJa en senti do con trario, <luC el recurrellte ya ha 
tenido la posibilidau de exponer !iUS puntos de vista eO I1 

anterioridad. Incluso legi.slaciones como la española exclu­
yen el trám ite de audiencia, a excepción de los casos de in­
tervención de terceros o de hechos o dOCtilllcntos nuevos. 
Sin embargo, la gravedad e importancia que puede deriv¡lf 
para los administrados de la revocación o modifi cación ele 
los actos administrativos hacen aconsejahle la condidOric­
dad del procedimiento. 

e ) Obligación de resolver el recursO. La Administra­
ción, frente a la interposición de un recurso contra uno de 
sus actos, puede resolver formalmente o guardar silencio, 
rchusándose a actuar, sin dar razón para ello. En este úl­
timo caso se entenderían aplicables las norm as que contem­
ple la Lev de Procedimiento sobre el silencio administra­
tivo. 

Para que el recurso administrativo sea una verdadera 
garantía para los administrados, parece conveniente que se 
imponga formalmente la ohligación de resolver para la au­
toridad qu e dcba conocer de éste. Esto es particularmente 
válido cuando el acto recurrido es ilegal, en que la juris­
p rudencia chilena ha seilalado adecuadamente que en esa 
ci rcunstanci a, la invalidación no es facultad de la Admini 'i­
trat'iún, sino que \lna obligaeióll. 

Lo anterior debe complementarse con la existencia de 
plazos para fallar y (;on las adecuadas .<¡unciones ell caso ele 
omisión. 

d ) Obligación de motivar. La obligación de motivar las 
decisiones que recaigan en los recursos admmistrativos es 
11 11 corolario de ]a obligación de resolver el recurso, señala­
do en la letra anterior y su fundamento es el mismo aplica­
cable a la dictación de los actos administrativos en gene­
ral. Se impone ademús, por la naturaleza de todo recurso 
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)' por el rol del recurso adminL<;trativo en todo el Procedi­
miento Admi nb trativo j. 

e) La refomwtio ill peil/s. El problema planteado es el 
de determinar si el recurrente puede ver agravada su situa­
dón, como (.'{msecuencia de la interposición de un recurso 
(ll1 e precisamente tenía por objeto mejorarla, con respecto 
al acto recurrido. 

La respu esta requiere de algunas distinciones. En pre­
~(' ncia de IIn acto ilegal , la autoridad que conoce del recur'so 
estaría obligada a revocarla, aun cuando ello sea por cau­
sales distintas de las señaladas en el recurso. 

Con respecto a los actos de carácter discrecional, so 
puede d istinguir entre aquellos que han creado derechos, 
los cuales no pueden ser modificados en perjuicio del recu­
n'ente; y aqucllos que no han creado derechos, que sí pue­
den ser modificados lXl r la autoridad. 

5. CON IlESPECTO A LOS l\ECURS()~ E 'I 1',I HTlCU I. /IH 

a ) La principal clasificación de los recursos administrati­
vos distingue en tre recursos ordinarios, extraordinarios y 
especiales 8 . 

Los recursos ordinarios son aqu ellos qu e proceden con­
tra cualquier clase de actos, salvo exclusión legal expresa y 
pueden fundarse en cualquier infraccióll del ordenamiento 
jurídico. Los principales son el recurso de reposición y el 
el(· alzada. 

Los recursos extraordinarios proceden sMo en los su­
puestos expresam ente previstos por el legislador y sólo por 
las causa les sclialaclas por la ley. 

Por últÍlno, los rccursos especiales pucdclI fundars e, al 
igual qllc los ordinarim, en cualquier infracción del orde­
namiento jurídico; pero sólo proceden en los casos previs­
tos por la le;' que los regul a, qu e nonnalmente establece 

.. CUY IS AAC, Obra citada, N9 666, p.í.g. 643. 
x Eduardo G.o\RdA D~: ENTEIlHÍA y Tom >Í.s-HamólI F~: II 1\:Á ."'1).:'/. , Cll r­

:.;0 de D erecho f\dlllil¡istrativo, Editori il l Civitas . S.A .. Madrid, 
1977, Tomo II, pág. 421. 
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para ellos una tramitación especial. A estos pertenecen, en 
el derecho espallol, los recursos de súplica y las llamadas 
reclamaciones económico administrativas. 

A nuestro juicio es necesario que al procederse al estu ­
dio ue una Ley de Procedimiento Administrativo, se realice 
un estudio detallado de Jos recursos regulados en Chile por 
Ja legislación positiva, para Jos efectos de decidir su inclu­
sión o no en los recursos ordinarios cuya tramitación se 
regulará en esa leYi o, su mantención con carácter de re­
curso especial o extraordinario. 

E n todo caso parece aconsejabl e unifOlmar las denomi­
Jl<lcioJ1 cS ('Ú11 que las leyes se refieren a los recursos. Al 
respecto bas te con citar el Título Primero del Libro Tercero 
del Código Tributario, y en particular, el art. 115, que d a 
el carácter de Tribunal al Directo r Regional del Serviciu 
de Impuestos Internos ~ ) . 

h ) SituaGÍón particular del recurso de tutela. El recurso 
de tutela e:.; aquel que procede contra los actos de orga­
nismo:.; autónomos o de sus autoridades superiores; que e:.; 
resuelto por Ja llamada autoridad oe tlltela. 

Como es sabido una de las características tIe ]a descen­
tralizaC'ión es que el control a qu e Jos entes descentralizados 
están .~l1 j etos, llamado control de tutela, no es de carácter 
general, ni se presume; cxl<-;'tc sólo en aquellos a<;pectos y 
por aqueJ1 as causales, establecidas expresamente por la ley. 
La regla general es entonces la ausencia de controJ, siendo 
] a actividad sujeta a control, la excepción. 

En Chile ha sido tradicional desoe hace varias década" 
Cill C los disti ntos servidos públicos que se han ido creando, 
lo han sido (~Il Sll gran mayoría con el carúcter de descen­
tralizados o autónomos, según las propias expresiones del 
legislador. Si embargo, éste' no ha sei'ialado, por ]0 general 
y salvo exc~'pcion fs C01110 la l.e)' de MunicipaHdades, cuáles 

~l Por lo gene ra l, el legislnd or le da al recurso jcrúrqui{:o el t:<tr(u.:t.:r 
de apelación. ]0 que evidentemente es una impropiedad. Por 
t!jemplo: artículo 12 de la Ley General del Urbanismo y Con.~­
trtl cdollf's, transcrito mÍts ndcJflnte t'n este art ículo. 
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son las ma teria.;; sometidas a centrol d~ tutela. Esta parti­
cular situación no ha tenido consecuencias prácticas ya que 
también, en la casi totalidad de los casos, esos mbmos ser­
vicios públicos creados cOmo autónomos han sitio dotados 
de autoridades superiores de la confianza exclusiva del Pre­
sidente ,le la República. 

A nuestro juicio, para Chile, debt> (!uizús establecerse 
en la Ley d e Proceuimiento Administrativo, que contra lo ..... 
actos de autoridades superiores de entes autónomos, es 
posible el recurso de alzada ante el correspondiente ~IJi n i s­
tro de Estado, en todos aquellos casos en que ]a au toridad 
superior del servicio sea de In confianza exclusiva del P re­
siden te de la Hepúbliea. Sería algo así como un recurso de 
alzada impropio a que se hace referencia en el derecho es­
patioI; pero en todo caso de carácter ordinario y no espe­
cia l. En Jos ca'ws en que las autoridades superiores del entn 
autónomo no sean de la ('()nfianza del Jefe de Estado, el 
recurso sería de tutela, y formaría parte de los recursos es­
prciales a que se hizo referencia en la letra anterior. 

{'. lIJultiplicidad de illstancias. Por la vía jerúrquicu, al 
no existi r una Ley de Procedimiento Administrativo, se 
puede llegar a la cúspide de la Administración, lo que en 
definitiva puede ser positivo para ]os particulares; sobre todo 
!o,i se estimare que no es requisito para el recurso con tc~n­
('joso administra tivo el agotam ienot previo de la vía admi­
n is tra tiva. 

Probablemente, sin embargo, al dictarse la Ley de Pro­
cedimiento se optará por la solución dada por el art. 122 
de la Ley espatiola que seii al a qu e la resolución del l'eCIl I'S:l 
de alzada pone fin a la vía administrativa; limitando a una 
d núm ero de alzadas. 

tI ) Plazos ]mm los recursos de reposición y alzada .. Otro 
aspecto en que una Ley de Procedimiento p robablemente 
redu cirá las garantías de que actu almente gozan los parti­
o llares; aún cuando ello signifique un ordenamiento de l 
sistema imperante en la actualidad, es el de los plazos. Puede 
JeciTse qu e en la actualidad no hay plazos establecidos para 
interponer los recursos de reposición y de alzada. Al no 
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existir recursos contencioso administrativo, no le son apli­
cables los plazos para deducir es tos últimos, que en otros 
países limitan la interposición de los recursos adm¡nistrati ~ 
vos. Una Ley de Procedimiento necesariamente habrá dc 
establecer plazos para la interposición de los recursos, que 
vcndrún a modificar los hábitos existentes .'iobre esta matt.'~ 
ria. 

n. LOS HEC lJRSOS AD"llmSTlIATIVOS EN I\ ELACION CO~ 
LA CONTI\ALORIA GEKEIlAL Dc: LA IlEPlJIlLlCA 

El recurso lrdministrativo que contemple una futura L ey 
.'ierú interpuesto con posterioridad a la toma de razón por 
la Contralaría General de la República. Ello, de mantenerse 
sin variaciones el sistem a actual de toma ele razón. Esto 
presenta algunos aspectos que s(' rú illlportante dilucidar. 

a ) ¿'podrú revocarst' el acto como resllltadü de un recursO 
administrativo, por Ull a causal de ilegalidad en ("uanto al 
objeto, (1' H' impliqu e un punto de vista distinto sobre la le­
galidad o ih'gaJidad del acto , del qu e tenga el órgano con~ 
traJor? O, por el contrario. ¿.la toma dc razón por la Con­
traloría impide él la autoridad qu e conozca del recurso revo~ 
cario por causa de ilegalidad en cuanto al objeto, pudiendo 
hacerlo sólo en base a antcccdente8 de hecho que no [orma ­
ron parte tlel con trol de la COlltralaría? 

La segunda alternativa limitaría considerablem ente el 
alcance del recurso administrativo. La primera, por su parte 
parece poco conveniente. Este es un punto que estimmnos 
debe resolver ulla Ley d e Procedim iento ArlminL<;lrativo. 

C;L ,ICOT A\ III':KTO l'nEVIO I)E LA VI,\ ,\D,II l\ ISTHATlVA 

Si b il'n es ta materia perlene"l' indistintamente al pro­
cedirnicnto administrativo v a lo contencioso administrativo, 
Jo hemos tratado a<luÍ, pat:a qu e sirva como nexo entre am~ 
1>os tem as sohre los que nos ha tocado re1atar. 

Eduardo García de Entcrría y Tomús Ram ón Fernún~ 
dez son categóricos al seIialar qu e el sistema espailo] de 
los recursos adm inistrativos <.'n vigor, debe ser revisado de 
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ra íz l O en c uanto a qu e, salvo algunas excepciolles muy pre­
cisas, la vía adm inistrat iva debe ser opcional para los afec­
tados por el acto administrativo ; c,'Orrespondiéndoles a ellos 
valorar la conveniencia o no de agotarla antes de acudir a 
la vía contenciosa administrativa. 

A diferencia del derecho francé.'i en que los recursos 
auministrativos constituyen una alternativa para el particu ­
lar, seí"íalan estos autores) en el derecho espaliol la vía ad­
ministrativa está "configurada tradicionalm ente con carácter 
obligatorio para poder acceder a la garantía judicial, que <'s 
la única objetiva". 

No obstante lo anterior el derecho frallcl's CO Il;1CC mu­
chos casos en que las leyes han establecido recursos admi­
nistrativos previos a la vía jurisdiccional, co n carácter obli­
gatorio. Como opinión contraria a la ele los uutores cspa ­
lioles se puede citar la de Guy Isaac 1 I que en su obra "El 
Procedimiento Adm inistrativo no Contencioso" seilala que 
la vía admi nü>trat iva previa, eon carúcter obligatorio sería 
criticable sólo si Jos administrados 110 l){-'neficiaran en ella 
de ningu na garantía seria; sc il alando en camhio mtlchas 
ventajas, 

El dcrecho municipal chil eno, nos ofrecC' dos ejem­
plos d is tintos sobre esta materia. Por una pa rte el art. 59 
t ransitorio seilala una vía adm inistrativa previa para inter­
poner el reclamo de ilegalidad. Se trata de un rl'ct1r~o in­
terpuesto ante el Alcalde contra sus resolt1cioncs \1 omisio­
nes o las de sus funcionarios . Recurso de reposj('if)ll o alzada 
según el caso. 

No puede hablarse de agotamiento de la vía adlllini'i­
tra tiva, ~ 'a que no es necesario interpoller recursos ante 
instandas superiores. Se trata s í, de una vía administrativa 
previa razonable y con un plazo breve para su resolución. 

El otro caso del derecho municipal es el del art. 12 de 
la Ley General de Urbanismo y Construcciones; Decreto 
Sup remo N° 458 de 18 de diciembre de 107.5 'Iue dispone 

10 Eduardo CARdA DI:: ENTumíA y TOlll,ís- Ha1l1 ún FlmNÁNn¡.;:r., 
Obra citada, pág. 420. 

¡ l C UY IsAA C. Obra citada, N? 691, P:lg. 068. 
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(lue "la Secretaría Regional correspon diente del .Ministerio 
de la Vivienda y Urbanismo podrá resolver, cn segunua 
instancia, las reclamaciones interpuestas en contra de las 
resoluciones dictadas por los Directores de obras. El recla­
mo deberú ser interpues to en el plazo de :30 día.I), contados 
uesde la notificación administrativa del reclamante". 

Aparte de la impropiedad del término "segunda ins­
tancia" bastante común para designar en nu estra legisla­
ción a los recursos administrativos, cabe preguntarse como 
se relaciona con el art. 59 transitorio de la Ley de .Munici­
palidades, en el sentido de saber si el recurso ante el Secre­
tario Regional es previo o no al reclamo de ilegalidad o si 
son excluyentes el uno con el otro. 

Nosotros estimamos, y existe jurbiprudencia en tal 
sentido de la Corte de Apelaciones de Val paraíso, que se 
trata de dos vías paralelas que pueden ser exploraoas por 
el particular simultáneamente. Si obtiene resultado favora­
hle de una de ellas, antC's de la rcsol11 ci6n de la otra, optará 
por dcsistirse ele aquell a ell qlle aún no se haya dictado 
rcsolllci('m. 

Si biell en este caso nada se dice al respecto, parece 
evidente que de no ser previa la vía adminis trativa con ca~ 
n\cter ohHgatorio, b inh·:rpo.liicíón de los recursos admin is­
trativos oehe prorrogar los plazos para la interposición de 
los recu rsos C"On tencioso admin istra tivos . Esto lo menciona­
H.'mus PIl todo caso más adelante. 

LO CONTENCIOSO ADMI NIST HATrVO 

El problema sl1sc.:itado ('Il Chile por la inexLl)tencia de tri­
huna les dotados de competencia general para cOnocer de las 
materia.l) contencioso administrativas) puede sintetizar.~e en 
los siguientes puntos: 

l. La cxistcneia en la Constitución Política de la disposi­
ción programútica que establece los Tribunales Administra­
tivos privó tradicionalm ente a los Tribunales Ordinarios de 
conocer de aqucl10s asuntos que implicaban la revisión de 
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la h'galidad de los actos ad1llinistrativo:-; así como de aque­
llos asuntos qu e significaban una responsabilidad pecunia­
ria para el Estado como consecuencia del perjuicio ocasio­
nado a los particulares por sus actos ilegales y, en general, 
cuando se encontraba comprometida la responsabilidad 
e,tracontractual del Estado. 

N u e:-; l ra doctrilla se apegó totalmente a la doctrina 
francesa, de ahí la norma del art, 87, sin que hubiera po_ 
dido salir de ella a pesar de no haberse concretado la crea­
ción de la jurisdicción administrativa. Quizás sin dicho ar­
tículo hubiere evolucionado por otros cauces y llegado a 
soltH.:iones modernas y originales sobre la materia. 

,) l">ara paliar los efectos de la inexistencia de Tribunales 
Administrativos, la ley fue creando paulatinamente algunos 
tribunales y algunos recursos administrativos. pudicndo los 
primeros ser calificados de Tribunales Administrativos Es­
pcciales. Por otra parte la misma ley entregó el conocimiento 
de ciertos asuntos contencioso administrativos a los Tribu­
nales Ordinarios. Todo esto fue hecho en form a desarticu­
lada e inorgúnica. 

3. La jurisp rudencia de los Tribunales superiores, utili­
zando fórm ul as indirectas permitió a la jurisdicción ordi­
naria entrar a conocer de la legalidad de ciertos actos ad­
ministrativos, especialmente por la vía de la excepción. 
Manteniendo el criterio diferenciador, ya dejado de lado 
por la doctrina, entre actos de autoridad y actos de gestión, 
se pudo compensar a los particulares en ciertos casos de los 
perjuicios ocasionados por la Administración. En los últimos 
años se ha ven ido notando una cierta evolución de la jurL.;;­
prudencia en el sentido de ir conociendo de la legalidad de 
la actividad administrativa para reconocer a los particulares 
derechos subjetivos frente a la Administración. 

No obstante lo señalado en los párrafos anteriores, que­
da siempre excl uida de la jurisdicción de los Tribunales 
Ordinarios, la anulación de 105 actos adm inistrativos ile­
gales; salvo cuando leyes especiales así lo contemplan. 



Como sei'iala el profesor Soto Klo.ss !~ "('s justamente la 
cxisterH..:ia de una Admini straciún Pública controlada por el 
juez -a fin de comprobar si su actividad se adecua a D ere­
cho- lo que de modo primordial p ermite afirmar de un 
Estado el fplC está regido por el DercLho, <]11(' en él se dé 
el imperio de la ley, (JI.le sea nn Estado de Derecho". 

Por grande (lue sea la impurtallcia para la protección 
de los administrados. t:ontar con una 1C'y de procedimiento 
admin istrativo y con recursos administrátivos, la rcgulaciún 
de un procedimiento contencioso administrativo sigu e sien­
do indispensable para el Estado de Derecho. 

Al referirnos al control contf:'ncioso qu e pueda estable· 
cerse en un futuro próximo en ChHe, y para no cOll1enza:' 
de la llada, tomaremos como base principal para la expo­
sición, el proyecto el aborado por la Sub Comisión de lo Con­
tencioso Admin istrativo, de la Comisión de Estudios de la 
Constitución Política, la qu e presentó a la Comisión en 
mayo de 1977 el fruto de su trabajo de varios aJl0s. Esti­
marnos que este esfuerzo no puede caer en el vacío y que 
todo futuro intento que se haga para solucionar el problema 
de lo contencioso administrativo, debiera partir precisa­
mente del análisis ele ese proyecto. 

Dada la participación que nos cupo en SIl redacción; 
nos hemos permitido utilizar a lgunos párrafos de la pre­
sentación uc\ proyecto al Presidente de la Comisión de Estu­
dios, trans C'ribiéndolos literalm ente. 

1. ALTERNATIVAS DE ORCANIZACION DE LA 
j URlSDICCION CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA 

Las alternativas de organización d e la jurisdicción conten­
cioso admi nistrativas, pueden ser muchlsimas; pero princi­
palmente pueden dividirse en dos grandes grupos, a salwr: 
Aquellas que contemplan la existencia de una jurisdicción 
administrativa totalmente independiente del Poder Judicial 
y aquellas que lo vinculan estrechamente a dicho poder. 

12 Eduardo Saro KLOSS, El control irlrisdiccional sobre la admi­
nistnlción inglesa. Revista de Derecho Público. Universidad d e 
Chile, julio-diciembre 197.'5, pág. 109. 
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La idea de entregar a la jurisdicción ordinaria la pro­
tección de Jos particulares frente a las actuaciones de la 
Adlllinistración <'s la primera <lu e aparece históricamente en 
atención a (111 (" a primera vista, nadie mejor qlle ('Ila por 
su carácter de independiente frente al Poder Ejecutivo puc­
de ofrecC'r mayorc,r.; garantías el(· seguridad para los adm i­
nistrados. El casu rrwlI::L:s en (P I.' con po:i tc riori dad a la 
HC'volu ción de 1789 se excluyó de la competencia del Pod l!1' 
J lldicial todo aqu ello concerniente a la Adminbtración , ba­
sándose en la teoría de la separación de los poderes del 
Estado, constituye un caso único, motivado por razones esen­
cialmente hi.'itóricas y vúlida'i para Francia, 

El primer problema que plantea la idea de la unicIad. 
de jurisdicción es el de <.:ün jugar dos intere'iCS apa rcnte­
mente contrapuestos, el de los particulares y el del interés 
general personificado por el Estado, Jo que lleva consigo 
<lue, o bien el Estado tiende a reducir las materias por las 
<.: uales puede ser llevado ante los Tribunales, o hien, el pro­
pio Poder Judicial tiende espontún eamente a limitar su po­
der, Este último caso es particlllarmente notorio en los 
Estados Unidos donde, por ejemplo, la Corte Suprema se 
ha negado a aceptar por la vía jurisprndencial la teoría de 
la responsabilidad extracontractual del Estado p0r riesgo, 
aduciendo la falta de nOlmas legales al respecto 1". 

E l crecimiento de la actividad Admin istrativa, particu­
Im'mente de control de la actividad privada, aumenta consi­
derablemente la posibilidad que se cometan arbitrariedades 
(ltl C afecten a los administrados y la juri'idicdón o.rdinaria 
aparece como mal adaptada para resolver litigios entre la 
autoridad )' los ciudadanos. 

Un seg1\ndo aspecto no menos importante que el pri­
mero aboga por la existencia de jueces diversos de los ordi­
narios para conocer de los litigios concernientes a la Admi­
nistración, fund ándos·e en la especialización cada vez más 
creciente qu e implica el conocimiento de las materias admi-

1:1 Al respecto consllItn r: «La Responsabil idad Extracontraclllal del 
Estado", Pedro PlERRY AlmAu, Anuario de Derecho Administra­
tivo, Universidad de Chile, Santiago, 



nistrativas, que va desde el conocimiento mh ll10 del fUlldu­
ll nm icnto de la Administración Pública halta la posibilidad 
de aplicar a la solución de los litigios en 'lue la Admin is­
tración es parte, un derecho di<¡tinto del derecho privado. 
Esto "'timo es sólo concebible si el magis trado que res uelve 
estos asuntos es otro que aquel que resuelve la') contien­
das entre particulares. 

El juez admini'i trativo debe ser un juez competente en 
matcría~ de derecho admin istrativo capaz de apreciar y va­
lorar los derechos de los particulares, pero consciente tam­
bién de la necesidad de dejar a la Administración medios 
efi caces para el cumplimiento de su función de interés pú­
blico. 

La idea de la creación de los Tribunales Independien­
tes del Poder Judicial en nuestro país ha ido perdiendo 
terreno. Aún cuando dicha idea parece haber sido la in­
tención original del Constituyente de 1925, hay que reco­
nocer que el sistema francés, inspirador del art. 87 de la 
Constitución Política de 1925, obedece a razones históricas 
v"lidas sólo en ese país y que las dificultades que presenta 
son inmensas, ba'i tando con citar al respecto el problema 
de Jos (.'{)nfl ic.:tos de competencia. 

Una ley de lo contencioso administrativo probablemente 
vineularú el control jurisdiccional de la Administración al 
Poder Judicial. Sin embargo, aquí tambión hay muchas al­
ternativas, las que pasamos a mencionar: 

a ) Una sala de la Corte Suprema, dedicada exclusiva­
mente a asun tos contencioso adminis trativos. Esta fórmula 
parte del supuesto qu e la Corte Suprema sca modificada en 
su actual e~tructtlra. La Sala Administrativa podría estar 
integrada por miembros nombrados en distinta forma que 
aquellos que integran las otras salas. La Corte Suprema 
podría estar organizada en base a varias salas, cada una de 
ellas dedicada al conocimiento de asuntos contenciosos de 
diversa índole, como en Espaí1a o Costa de Marfil. 

La Sala de la Corte Suprema en este caso, conocena 
en única instancia de las materias administrativas. 
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b) Igual organización que en la letra anterior, pero el 
tribunal de primera instancia competente lo sería el Juez de 
Letras, siendo la Corte Suprema a través de su Sala Admi­
nistrativa el Tribunal de Casación. 

Este sistema utilizado en algunos países como Yugosla­
via, por ejemplo, tiene el inconveniente que la sala adminis­
trativa de la Corte Suprema conocería de asuntos ya trata­
dos por tribunales inferiores, los que por ser de jurisdicción 
común no aplicarían los criterios de especialización mencio­
nados anteriormente y que sirven de fundamento doctrina­
fio a la jurisdicción administrativa. 

e) Existencia de una jurisdicción contencioso administra­
tiva ya sea de Tribunales Administrativos inferiores y Cor­
tes Administrativas, o sólo de ésta') últimas; pero sometidos 
a la Corte Suprema a través del recurso de casación, o sola­
mente a su juri'idicci6n disciplinaria, que incluye el recurso 
de queja. Este es el caso de Italia, donde existe una jurisdic­
ción admini'itrativa con Tribunales Administrativos y Con­
sejo de Estado, pero sometido a la Corte de Casación como 
Supremo Tribunal. 

d ) Existencia a nivel de Cortes de Apelaciones, de salas 
especializadas en materia contencioso administrativas, y en 
la Corte Suprema una Sala Administrativa. En primera 
instancia conocerían las Salas Administrativas de las Cortes 
de Apelaciones y, en segunda o única instancia, según la 
materia, la Sala Administrativa de la Corte Suprema. 

Los miernbl'os de las Salas Administrativas tanto de las 
Cortes de Apelaciones COIllO de la Corte Suprema tendrían 
formas de nombramiento y requisitos para el cargo diversos 
de los otros miembros. Este sistema que obviamente signi­
fica una reestructuración del Poder J uuidal, es el utilizado 
en España. Es el que a nuestro juicio ofrece la') mayores 
ventajas desde todo punto de vista. 

e) El proyecto de ley sobre contencioso administrativo a 
que aludíamos anteriormente, consideró que era imprescin­
dible la existencia de tribunales especializados, dentro del 
Poder Judicial, para pennitir un adecuado conocimiento de 



las materias administrativas. Sin embargo, en Ull esfuerzo 
por adaptarse a la realidad de la situación chilena contem­
pla como Tribunal competente de primera instancia, al juez 
de lvfayor Cuantía asiento de Corte de Apelacion es; pero 
l.'onsulta, sí , en Santiago, Valparaíso y Concepción , la exis ­
tencia de Ju eces Administrativos, o mejor dicho, de Jueces 
Administrativos de Mayor Cuantía de as iento de Corte con 
lIna particula r fOl1na de ingreso a la carrera judicial, permi­
tiéndose la posibilidad de crear Iluevos juzgados adminis­
trativos por Decreto Supremo, en la medida ql1e el movi ­
miento dc' las catl'i<lS lo requiera, y a petición de la Corte 
Suprema . 

Estos Tribunal es ool1ocerún de todos los asuntos judicia­
les, contenciosos o voluntarios, en que el Fisco ue Chile v 
la.~ institllciones de la Administración Pública, centralizadas 
o descentralizadas, aparezcan como d emandantes, demanda­
<los o peticionarios. 

El proyecto previene, en form a especial, qu e conocerú 
Ot' la acción contencioso adm inistrativa, como tribunal de 
primera instancia, un Mini stro de Corte de Apelaciones 
cuando se t ra te de la impugnacíón de actos u omisiones del 
Pres idente de la República o de los Mini.'i tros de Estado 
actuand o "por orden del Presidente" . 

Las Cortes de Apelaciones respectivas scrún Tribunalc;.; 
de segunda ins tancia y la Corte Suprema el tribunal de e3-
SdCit'lIl , que tendrá, ademiL'i, la superintendencia directiva, 
eorreccional y económica, de acuerdo a las reglas generales. 

El Tribunal competente serú aquel qu e corresponda a l 
h~rrjto ri l ) donde (,1 acto admini stra tivo impugnado debiera 
ll('varse iI cal){) , \' t' l1 ca 'iO de una o rn isión, tendrú compt'­
{{'nl'ia el trih ~, nai del lu gar donde el acto omitido deh iera 
haberse llevado a cabo. 

Respecto de aquellos actos de aplicación general para 
lodo el país, ser¡'t competente el tribunal que corresponda 
al territorio de la Corte de Apelaciones de Santiago, y, 
por últim o, de ]as demandas (]ue tengan por fundam ento la 
actividad material de la Administración conoced, e1 Tribu ­
ll:l J donde ocurrió dicha actividad . 



La subcomisión qu e elaboró el proycdo prevé que 
paulatinamente, como ha ocurrido con los juzgados de me­
llares, Sl' irán creando juzgados administrativos en todas las 
ciudades asiento de Corte; y, que, con el tiempo, por el 
avance de la carrera judicial, habrú Min is tros de Corte es­
'pedalizados en derecho administrativo. De este modo, sin 
IIna gran reestructuración del Poder J uuidal, se puede or­
ganizar en Chile la jurisdicción CQntencioso administrativa. 

2. ALTERNATIVAS DE CO~'IPETENCIA DE LOS 
THlBUNALES AD~'¡¡N ISTRATlVOS 

Cua l<!uicra sea la forma de orgallizilciún que la juris­
dicdón administrativa adopte, sed su competencia en ma­
t<~ ria contenciosa Jo que en definitiva le dé su verdadero 
alcance e importancia como contraJora de la actividad ad~ 
ministrativa. 

En líneas generales, el administrado puede tcúrica­
mente illterpretar 3nt(' los Tribunales Admínis trativos varios 
recursos, sil'lIdo los mús importantes el recurso de nulidad, 
lIanwdo también recurso por exceso de poder; el recursO 
de pl ena jurisdicción ; y en un segundo plano, el recu rso de 
interpretatión. 

EII relación COIl los uos principales recursos pueden 
darse rHuchas variantes; ya sea por ejelnplo que se admitan 
.unbos recursos o solamente el recurso de nulidad; <lile se 
admi tan ambos recursos, pero ('11 forma restringida, o bien; 
(ln c se acepte sólo (-' ) recu rso de nulidad, también en forma 
Jimitada, etc. 

Se indicarún a con tinuaciún a grand('s rasgos las alter­
Ilativas principales que pueden presentarse en relación con 
Jos recursos ya mencionados, )' que juegall ya sea que el 
úrgano contendoso administrativo sea competente para co­
nocer solamente del primero de ellos o de ambos. 

Recurso de anulación, llamado también por la doctrina 
f ran(:c~a, recurso por exceso de lw der. Por medio de él se 
impugna la legalidad de un acto admin is trativo: o sea, .'w 
reclama por la violací611 realizada por el acto de una regla 
de derecho general e impersonal. Este recurso se denomina 
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también recurso objetivo por tener como objeto la anulación 
de un acto y no la reparación de un perjuicio producido a 
un particular. 

En el recurso de anulación, que evidentemente va siem­
pre a formar parte de la competencia de los Tribunales Ad­
ministrativos, cualquiera que sea la forma que para e llos 
'Se adopte, es necesario hacer una serie de distinciones en 
relación con nuevas variantes que pueden darse y que en 
definitiva van a ampliar o restringir considerablemente su 
extensión y por lo tanto en general, la competencia de los 
tribunales encargados de conocer de él. Algunas de ella, 
son: 

1. El recurso de anulación procederá sólo para los actos 
de carácter individual, como ocurre en Yugoslavia e Italia, 
o bien para toda clase de actos administrativos ya sean 
individuales o de carácter general o reglamentario. En 
ambos casos puede además establecerse que el recurso po­
drá interponerse sólo contra determinados actos taxativa­
mente sellalados por la ley. Se parte de la base en este 
-punto, que la anulación de los actos de la autoridad produce 
efectos generales y no sólo en los asuntos sometidos al co­
nocimiento del Tribunal. 

2. La interposición del recurso de anulación requerirá de 
interés por parte del reclamante, o bien existirá la acción 
popular a nombre de toda la sociedad. En el primer caso 
habrá de determinarse qué tipo de interés será necesario. 
En el segundo, cu áles serán las limitaciones para ejercer 
la acción popular. Pucden coexistir ambas posibilidades, 
requiriéndose de interés en ciertos casos y pennitiéndosc 
la acción popular en otros. 

Recurso de plena iurisclicción. Por medio de este re­
curso el administrado puede demandar a la Administración 
para hacer efectiva su responsabilidad resultante de la dic­
tación de un acto ilegal, obtener el cumplimiento de un 
contrato o de una obligaci6n cuasi contractual, o perseguir 
la responsabilidad por un hecho de la Administración. 

El recurso de plena jurisdicci6n, llamado también re­
curso subjetivo, se refiere a una situación jurídica individual 
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Sil bjetiva, por el cual el administrado pretende tener dere­
cho a algo de la Administración. Por su intermedio se 
ejerce no solamente el poder de anulación, sino que el de 
pronunciar condenas pecuniarias por los perjuicios C3usa­
<los. Su decisión es declaratoria de derechos; se condena a 
restitución o pago. Anula el acto para el caso planteado y 
otorga reparación de un derecho ,subjetivo. 

La aplicación de este recurso se refiere en síntesis a lo 
contencioso relativo a los contratos, responsabilidad por acto 
o hecho de ]a Administración y por operaciones creadoras 
de derechos tl obligaciones, como impuestos, reclutamiento 
militar, etc. En estos <l'iUntos, que por lo general son de 
ord en pecuniario, es siempre necesario invocar la violación 
de un derecho. 

Con relación al recurso de plena jurisdicción se puede 
también hacer algunas distinciones: 

1. Puede aceptarse la competencia de los Tribunales Ad­
ministrativos para todos los casos en que este recurso opera 
en teoría O bien, sólo para perseguir la responsabilidad 
proveniente de actos administrativos ilegales, excluyendo 
de este modo la responsabilidad extracontractual por he­
chos de la administración y lo contencioso de los contratos 
administrativos. Puede también excluirse s610 lo relativo a 
lo contencioso contractua1. 

2. El recurso subjetivo o de plena jurisdicción puede ser 
conocido por la jurisdicción administrativa sólo en los casos 
expresamente contemplados en la ley. 

3. Distinción entre lo contencioso subjetivo de derecho 
público y de derecho privado. Esta distinción, aplicada en 
Alemania, se fundó primeramente en la Teoría del Fisco, 
del desdoblamiento de la personalidad jurídica del Estado 
y posteriormente en la distinción entre actos de autoridad 
y actos de gestión. 

En esta di-:;tinción se entrega a la competencia de la 
jurisdicción administrativo sólo el contencioso subjetivo de 
derecho público, o sea aq lIello referente a los actos de au­
toridad, quedando el contencioso subjetivo de derecho pri-
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vado (: 11 manOs del poder judicial, COl IJO por ejemplo lo serí<1 
el rcclatnü de I1n fun cionario rela tivo a :su, derechos p ecu­
Tllarttl 'i, las demandas tendientes a hact! r efectiva la respon ­
sabilid ad directa del Estado por actos de sus agentes, la dh­
eusión sobre el monto de las ind f:' llllJi zadoJl t's en caso d(: 
c'\p ropiaciones. En otras palabra'i , las causas civiles contra 
,,1 E stado. 

4. E ntregar a la jurisdicción ordillaria el dellom inado COI1 -

tl:' llcioso suhjetivo, o sea, la defensa de los derechos subje­
tivos de los administrados, como OCUlTe en I3élgica e Italia. 

Como ya se ha sel¡alado el proyecto de ley elaborado 
por la subcomisión de 10 contencioso administrativo no crea 
una jurisdicción separada del Poder Judicial y establece en 
forma excepcional los Juzgados Administrativos para la pri­
mera instancia. Lo que propone es una acción contencioso 
administrativa )' un procedimiento para su tramitación. 

E sta acción permite, en primer término, reclamar contra 
los aetas administrativos de carácter p articular o general 
pam obtener que ellos sean anulados. 

En segundo lugar, se puede reclamar en contra de actos 
u om isiones, no ya para obtener la anulacióu, sino el reco­
nocimiento de una situación jurídica individualizada, comu 
por ejemplo, e l reconocimiento de un derecho; para impug­
nar un acto tI omisión de las autoridades polí ticas o admi­
nistrativas, o para obtener cualquiera otra declaración con­
ducente al pleno ejercicio del d erecho lesionado. 

Asimismo, mediante dícha acción se puede reclamar la 
indemnización de ]05 perjuicios que provengan de la activi­
dad material de la Administración. 

Por último. cabe señalar que la acción comprende todo 
lo referente a la interpretación o el cumplimiento de los con ~ 
tratos administrativos. 

Como puede apreciarse el recurso eontencioso adminis­
trativo del proyecto cubre tanto el recurso de nulidad, como 
el de .plena jurisdicción a que hacíamos referencia anterior­
m ente. 
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:l. OTIIOS ASPECTOS DE LA ACCION CO)/TEi\CIOSO 
ADMINISTRATIVA 

a) Su;eto activo d.e la acción. Tratándose de la anulación 
oe los actos administrativos, pueden interponer la acción 
todas aquellas personas que tengan interés en la anulación. 
y podrá ser ejercida por toda persona natural o jurídica 
que haya sido afectada por dicho acto. 

Se ha descartado para la anulación de los actos el re­
qU",ito de invocar un derecho subjetivo violado, y se ha 
preferido ampliar al máximo la posibilidad de recurrir, de­
jándose, sin embargo, a la jurisprudencia la misión de ir 
determinando el grado de individualización del interés per­
sonal que se requiere para cada caso H. 

Expresamente se ha establecido que las acciones que 
tengan pDr objeto la anulación de actos o en que se reclama 
contra omisiones administrativas, podrán ser interpuestas 
por instituciones o corporaciones que posean la representa­
ción o defensa de intereses generales, -corporativos o gre­
miales, siempre que el acto que se impugna afecte a di­
chos intereses. 

Lo anterior se ha incluido teniendo en vista la posible 
existencia de instituciones que tengan por objeto luchar por 
intereses generales en detenninadas áreas, como podría ser, 
por ejemplo, la defensa del consumidor, del medio ambiente 
ecológico, etc., lo que les permitirá prccü;amcntc disponer 
de acciones procesales para llevar a cabo sus fines. 

En cambio, tratándose del reconocimiento de situacio­
nes subjetivas o de indemnizaciones de perjuicios, se re­
quiere que el acto, omüdón o actividad lesione un derecho, 
y será el titular de ese derecho el que podrá interponer la 
acción contencioso administrativo. 

b) Suieto pasivo de la acción. La acción contenciosa ad­
ministrativa se ejerce contra la Administración o institución 

14 Sobre este punto consultar "Lo contencioso ad.ministrativo", Edi­
dones Universitarias de Valparaíso, 1976, "El recurso de mtlL 
dad", Pedro PIEIlRY AnnAu, pág. 29. 
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de la cual proviene el acto o disposición impugnado o 
se le impute la omisión (''OlTcspondiente. En cuanto a la'i 
demandas basadas en la actividad material de la Adminis­
tración, la persona demandada será la Administraci6n o 
institución a la cual se impute la realización de la actividad 
material de la que deriva el perjuicio cuya indemnización 
se demanda. 

La demanda se dirigirá contra la persona jurídica res­
pectiva, si el Servicio la posee y) en su defecto, contra el 
Estado de Chile. 

Los actos administrativos u omisiones que motivan la 
acción contencioso administrativa deben ser, en principio, 
actos provenientes de órganos de la AdminLstración del 
Estado. Sin embargo, el proyecto contempla la posibilidad 
de reclamar en contra de Corporaciones de Derecho PÚ~ 
blico o Privado no pertenecientes a ]a Administración, cuan­
do ejercen funciones públicas encom endadas por la ley, o 
sea, cuando dicten actos administrativos, como, por ejemplo, 
los colegios profesionales. 

e) La acción contencioso adm.inistrativa y los recursos ad­
mini. trativos. El proyecto de ley no contempla la exigencia 
del agotamiento previo de la vía administrativa para enta­
blar ]a acción contencioso administrativa. Ella puede ser 
interpuesta sin que el particular recurra previamente a la 
Administración . 

Sin embargo. en caso que el acto que motiva la ac­
ción haya sido objeto de algún recurso administrativo, de­
be esperarse la resolución de éste antes de la interposición 
de la acción, contándose el plazo para hacerlo desde la re­
solución elel recurso administrativo. Hace excepción a esta 
obligación el recurso de reposición ante la misma autoridad 
que dictó el acto, en cuyo caso, no es necesario esperar la 
resolución para recurrir a la vía contenciosa. 

d ) Plazos. La acción contencioso administrativa en el 
proyecto, contempla un plazo de seis meses como regla ge­
neral, contados desde la fecha de publicación, notificación 
o conocimiento del acto impugnado. 
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Cuando In ac.:ción se dirige a obtener la indemnización 
de los perjuicios que provengan de la actividad material de 
la Administración, el plazo se aumenta a dos años. 

Por último, se contempla un plazo de un año para todo 
aquello que diga relación con los contratos adm inis trativos. 

Una importante prevención cllando la acción contencio­
so administrativa se dirija contra un acto o disposición dic­
tados en conformidad a un precepto anterior, se podrá dis­
cutir la legalidad de este último) aún cuando se encuentre 
prescrita la acción para reclamar directamente en su contra. 

e) De la sanci6n a.dministrativa. Mención especial merece 
la disposición que declara expresamente que el procedimien­
to contencioso administrativo se aplica a todos los actos que 
impongan sanciones administrativas a los particulares) que­
dando facultado el Tribunal para regular el monto y con­
diciones de la aplicación de la respectiva sanción. 

El crecimiento en el derecho moderno de las sancio­
nes administrativas justifica, en resguardo de los particulares 
afectados, que expresamente queden bajo el control del Po­
der Judicial, aún cuando pudiera ello desprenderse del con­
texto general del articulado del proyecto. 

f) Ejecución de las sentencias. Sabido es que, en último 
ténnino, la eficacia de la acción del juez que controla a la 
Adminc,tración supone la buena fe de los gobernantes. 

Puede ocurrir hipotéticamente que la Administración 
rehúse inclinarse ante la cosa juzgada, lo qu e vi ene a po­
ner de relieve la paradoja de la justicia administrativa en 
que el juez no condena a un simple particular en contra 
del cual la fuerza pública puede ser utilizada, sino que al 
dctentor mismo de la fuerza pública. Los medios de coacción 
están en poder, no del organismo de control, sino que del 
controlado, lo que, sin embargo, en un Estado de Derecho no 
debiera obstar la eficacia de la justicia administrativa) ya 
que la autoridad se someterá siempre a la cosa juzgada. 

En lo que l'especta a este punto, el proyecto contempla 
que las sentencias que anulen actos administrativos se CUin · 

plen mediante su publicación en el Diario Oficial, y desde ese 
momento el acto desaparece de la via juridica. 
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La ejccuclOll de las sentencias, salvo la de anulacIólI, 
f...'Orresponderá a la Institución que hubiere dictado el acto. 
Ahora bien, si ella no procede a darle cumplimiento dentro 
de un determinado plazo, los funcionarios públicos o emplea­
dos que aparezcan como responsables de dicha omisión serán 
civilmente responsables de la misma y, además, el incum­
plimiento será constitutivo de delito. 

El proyecto de informe consulta, también, la posibilidad 
de suspensión o inejecución total o parcial de una sentencia, 
lo que procederá sólo por decreto supremo firmado por todos 
los rninistros en ciertos casos específicamente señalados, de­
biendo, de todos modos, el Servicio que hubiera debido cum­
plirla, proponer una forma de cumplimiento por equivalen­
cia, la que deberá ser aprobada por la correspondiente Corte 
de Apelaciones. 

Queremos terminar esta exposición afirmando una vez 
más que la dictación de las leyes de Procedimiento Adminis­
trativo V de lo Contencioso Administrativo constituirían un 
significátivo impulso del derecho público chileno. Se inser­
taría entre las realizaciones importantes en resguardo de los 
derechos de los individuos contemplados en el ordenamien­
to jurídico y por lo tanto del perfeccionamiento del princi­
pio de la legalidad. 
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